
IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL - Cuando se pretende como tercera instancia / MEDIO DE CONTROL DE REPARACIÓN DIRECTA - Enriquecimiento estatal sin causa / DEFECTO SUSTANTIVO - Inexistencia

L]a Sala considera de recibo el análisis efectuado por el Tribunal Administrativo respecto de la norma procesal, en cuanto la disposición exige que el término de caducidad se compute a partir de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o desde el momento en que se conoció el mismo, por lo cual, la parte actora tuvo conocimiento de que el ente territorial no pagaría los suministros, desde la fecha en que se hizo exigible la última factura. Así las cosas, es plausible la conclusión a la cual llegó el Tribunal, en cuanto que al caso concreto no había lugar a la aplicación del principio “pro danmato”, toda vez que se trata de un hecho dañoso de ejecución instantánea consistente en el no pago de la obligación, razón por la que conforme a la jurisprudencia de lo contencioso administrativo y el régimen de derecho de las obligaciones, el término de caducidad inicia a contarse a partir del día siguiente al no pago de lo pretendido. (...) la accionante pretende controvertir la decisión adoptada por la autoridad judicial, con base en argumentos que fueron planteados y resueltos por el juez natural del proceso de reparación directa, por lo que es oportuno recordar que la acción de tutela no es un medio adicional al proceso ordinario, pues tal circunstancia representaría un detrimento a la autonomía e independencia de la actividad jurisdiccional, máxime al tratarse decisiones que consultan las garantías y principios de un Estado Social de Derecho.
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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

Consejero ponente: ALBERTO YEPES BARREIRO

Bogotá, D.C., veintinueve (29) de noviembre de dos mil dieciocho (2018)

Radicación número: 11001-03-15-000-2018-02582-00(AC)
Actor: DOTACIONES Y SERVICIOS INTEGRALES - DOTASI

Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE ANTIOQUIA Y OTROS
Asunto: Fallo de primera instancia- Tutela contra providencia judicial 

Procede la Sala a resolver la acción de tutela formulada por Dotaciones y Servicios Integrales- DOTASI, en contra del Tribunal Administrativo de Antioquia y el Consejo Superior de la Judicatura – Sala Jurisdiccional Disciplinaria, de conformidad con el Decreto Ley 2591 de 1991.

1. ANTECEDENTES

1.1 Solicitud

Con escrito radicado el 30 de julio de 2018, la sociedad Dotaciones y Servicios – DOTASI, por medio de su representante legal, interpuso acción de tutela en contra del Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Tercera de Oralidad y el Juzgado Octavo Administrativo Oral de Medellín, con el fin de reclamar el amparo de sus derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia.

Las mencionadas garantías constitucionales las consideró vulneradas como consecuencia de las decisiones proferidas en el marco del proceso reparación directa radicado con el número 05001-33-33-008-2016-00560-01 que ejerció en contra de del Municipio de Campamento. Específicamente por las providencias de: (i) 9 de febrero de 2018, con la que el Juzgado Octavo Administrativo Oral de Medellín declaró probada. En la audiencia inicial, la excepción de caducidad del medio de control; (ii) 12 de julio de 2018, mediante la cual el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Tercera de Oralidad confirmó la decisión de primera instancia.

No obstante, la Sala advierte que la sociedad actora también dirigió su inconformidad contra las providencias de: i) 22 de marzo de 2012 proferida por el Consejo Superior de la Judicatura – Sala Jurisdiccional Disciplinaria, mediante la cual se asignó el conocimiento de un proceso ejecutivo instaurado por DOTASI a la jurisdicción contencioso administrativa,  en el marco  del conflicto negativo de jurisdicción radicado con el número 11001-01-02-000-2012-00593-00 y ii) 14 de agosto de 2014
, adoptada por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Tercera de Decisión, en el contexto de la acción ejecutiva, en la cual, se confirmó la denegatoria de mandamiento de pago.

En orden de lo expuesto, por auto de 18 de octubre de 2018
, el  despacho sustanciador ordenó vincular como accionado al Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria.

1.2.    Hechos

La solicitud de amparo se fundamentó en los siguientes hechos que, a juicio de la Sala, son relevantes para la decisión que se adoptará en la sentencia:

· La sociedad accionante y el Municipio de Campamento, celebraron de manera verbal, una serie de contratos de suministro, los cuales tienen soporte en cuarenta y seis facturas, suscritas por el alcalde municipal de la época. 
· El Municipio de Campamento, mediante Resolución 067 de 31 de diciembre de 2010, dispuso “SE RECONOCEN UNOS HECHOS CUMPLIDOS DE LAS VIGENCIAS 2009 Y 2010 Y SE RECONOCEN UNOS HECHOS CUMPLIDOS DE LAS VIGENCIAS. Del acto administrativo se destacan las siguientes consideraciones: 
“2. Que el Municipio de Campamento Antioquia recibió a satisfacción los bienes y servicios que adelante se indicará, a los cuales se les hizo el respectivo movimiento de almacén, y que a la fecha no se han cancelado por incapacidad presupuestal de la entidad debiendo ser reconocidos mediante acto administrativo para que su pago tenga lugar durante la vigencia de 2011.

4. Que en aras de restablecer el derecho de percibir el valor de lo suministrado por los proveedores y a fin de evitar litigios administrativos posteriores con las graves consecuencias de la mora en el pago, se hace necesario hacer el reconocimiento de lo debido a los proveedores de bienes y servicios que configuran los “hechos cumplidos” y ordenar la apropiación presupuestal de los respectivos recursos para el pago.

5. Que los proveedores de bienes y servicios que se encuentran en las condiciones antedichas y las facturas que soportan lo suministrado son los siguientes: (…)

5.10.  DOTASI”

· Como consecuencia de lo expuesto, el actor presentó una primera demanda de naturaleza ejecutiva ante la jurisdicción ordinaria y, posteriormente, ejerció la “actio in rem verso”  por medio de la vía procesal de la reparación directa, para mayor comprensión, se hace necesario presentar los hechos en el siguiente orden:
1.2.1 En relación con la demanda ejecutiva

· Frente al no pago de las acreencias por parte del municipio, la actora presentó demanda ejecutiva contra el ente territorial, ante el Juzgado Civil del Circuito de Yamural, el cual remitió por competencia el asunto a los juzgados administrativos de Medellín.
· El Juzgado Veintitrés Administrativo del Circuito de Medellín declaró no ser competente para conocer del proceso y planteó conflicto negativo de jurisdicción ante el Consejo Superior de la Judicatura, el cual mediante providencia de 22 de marzo de 2012
 asignó competencia del asunto a la jurisdicción contencioso administrativa, con base en los siguientes argumentos:
“... ésta colegiatura había venido sosteniendo, en forma estricta y restrictiva, que para definir la competencia en asuntos como éste no tenía ninguna relevancia la naturaleza jurídica de la entidad demandada, sino que, por el contrario, se debía analizar el origen de la obligación y la naturaleza jurídica del proceso.

Es decir, se consideraba competente para conocer de los procesos ejecutivos instaurados con fundamento en títulos valores autónomos, a la Jurisdicción Ordinaria, atendiendo a que dentro del proceso ejecutivo promovido no se incorporaba el contrato estatal como complementario del título valor base de recaudo; y para concluir, se argumentaba diciendo que al tratarse de facturas cambiarias de compraventa debía adscribirse la competencia a la justicia ordinaria, por ser los títulos valores documentos suficientes para legitimar el ejercicio del derecho literal y autónomo que en ellos se incorporaba, tal y como lo preceptúa el artículo 619 del Código de Comercio.

No obstante, consideró la Sala imperativo recoger su propio precedente y realizar una interpretación amplia, abordando el análisis de fondo del caso concreto, para considerar que si bien los títulos ejecutivos presentados, no tenían origen en una condena impuesta a la Jurisdicción Contencioso Administrativa, lógicamente debían tener un origen causal en un negocio jurídico, por lo cual debió existir necesariamente un contrato estatal.

(…) 

Por lo tanto, la Jurisdicción Contencioso Administrativa es la competente para conocer y decidir los procesos ejecutivos, en los cuales, si bien no se aportó en la demanda el contrato estatal, se infiere la presencia del mismo, convirtiendo los títulos ejecutivos base del recaudo, en documentos complejos.”

· Resuelto el conflicto de competencia, por auto de 29 de mayo del 2012 el Juzgado Veintitrés Administrativo  del Circuito de Medellín inadmitió la demanda a fin de que se aportara copia auténtica del contrato estatal, del certificado de disponibilidad presupuestal, entre otros, frente a lo cual la parte demandante presentó escrito en el cual señaló que cumplía los requisitos exigidos por el despacho.

· No obstante , el juzgado consideró que no se subsanaron los requisitos y, en consecuencia, el 12 de junio de 2012 rechazó la demanda.

· Inconforme con la decisión, la sociedad  actora interpuso recurso de apelación y dado que el proceso había sido remitido al Juzgado Segundo Administrativo de Medellín en Descongestión fue esta autoridad judicial quien concedió el recurso, el cual fue resuelto a su favor por el Tribunal Administrativo de Antioquia el 3 de mayo de 2013 y se ordenó lo siguiente:

“RESUELVE

SEGUNDO: Ejecutoriada la presente providencia, devuélvase el proceso al juzgado conocimiento para que provea sobre el mandamiento de pago”

· Mediante auto de 4 de febrero de 2014 el Juzgado Segundo Administrativo de Medellín en Descongestión, denegó el mandamiento de pago bajo las siguientes consideraciones: 

“la orden del Tribunal  Administrativo de Antioquia (…) es entendida en el sentido que cuando el Juzgado 23 Administrativo del Circuito de Medellín, negó el mandamiento de pago en el presente proceso, lo hizo con fundamento en un argumento no aplicable a las particulares circunstancias del caso, pues si está claro que en el evento planteado  no puede aportarse el contrato porque no fue escrito, pero se ha explicado que si fue fruto de una Contratación Directa por Urgencia Manifiesta (…) debía cumplir los requisitos legales para que dicha contratación de urgencia fuera valida (…)”
 

· Ante esta decisión, el actor presentó recurso de apelación el cual, se desató desfavorablemente el 14 de agosto de 2014 por el Tribunal Administrativo de Antioquia así:

“en el caso sub examine no hay contrato estatal y dada la falta de requisitos legales para contratar por urgencia manifiesta y la omisión de procesos de selección objetiva, es evidente que existe una contratación irregular por parte del Municipio de Campamento. En atención a la documentación que reposa en el expediente, sólo es posible encontrar  las facturas cambiarias, las órdenes de pago y las actas de recibo, por tanto no se puede considerar como constituido el título ejecutivo. En este sentido, la demanda  ejecutiva no procede, pues no hay base legal  que dé origen a las facturas que pretenden ser cobradas (…)

El acreedor, antes de accionar a la entidad deudora, puede iniciar  un proceso declarativo, en el cual se solicite la declaración de existencia del contrato estatal; o demandar a la Entidad en aplicación de la teoría  del enriquecimiento sin causa, a través de la acción  de reparación directa, según la más reciente jurisprudencia  del Consejo de Estado”.

1.2.2 En relación con la demanda de reparación directa

· El 11 de julio de 2016, el actor interpuso demanda reparación directa, con el propósito de ejercer la “actio in rem verso”, en contra del Municipio de Campamento.

· Del medio de control conoció en primera instancia el Juzgado Octavo Administrativo de Medellín, que declaró probada de oficio la excepción de caducidad, con fundamento en que el medio de control se debió interponer dentro del término de dos años contados a partir del 20 de mayo de 2011, esto es el día siguiente que se hizo exigible la última factura, expedida como soporte de los suministros entregados al municipio. 

· Inconforme con la decisión, la parte actora interpuso recurso de apelación que fue resuelto mediante providencia de 12 de julio de 2018 dictada por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Tercera de Oralidad, en la cual se estableció lo siguiente:

“Ahora bien, considera el recurrente que el daño se consolidó a partir de la ejecutoria de la providencia del 14 de agosto de 2014, proferida por este Tribunal  y por medio  de la cual se confirmó la negativa de librar mandamiento de pago en favor del demandante, con lo cual pretendía el pago de las facturas cambiarias a través de la vía del proceso ejecutivo, considerando que a partir de ese momento se debe contar los años para acudir en actio in rem verso. Sin embargo, como la causa petendi invocada por la parte actora responde a la aplicación de la teoría del enriquecimiento sin justa causa, el legislador y la jurisprudencia han fijado las reglas claras  para la determinación del momento a partir del cual debe empezar a computarse los términos de la caducidad (…)

(…) como quiera que en el presente caso, se está frente a un hecho dañoso de ejecución instantánea consistente en el no pago de una contraprestación por parte de la entidad demandada, pues así lo ha considerado el Consejo de Estado, el término de caducidad se debe contabilizar a partir del día siguiente al acaecimiento del no pago que se le imputa a la entidad demandada como causa del daño; circunstancia que  no ocurrió, en consecuencia el Despacho procederá a confirmar la decisión tomada en la audiencia inicial celebrada el 9 de febrero de 2018, por el Juzgado Octavo Administrativo Oral del Circuito de Medellín que declaró probada la excepción de caducidad”.  
1.3. Pretensiones 

Presentó las siguientes:

“Solicito, señores Magistrados se declare la nulidad de los siguientes pronunciamientos judiciales:

1. Auto del 12 de julio de 2018, registrado  el 19 de julio de 2018 en la web de la Rama Judicial, proferido en  segunda instancia por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO ORAL DE ANTIOQUIA, Magistrado ponente Dr. JAIRO  JIMÉNEZ ARISTIZÁBAL, por el cual se confirma la decisión de primera instancia que declaró probada oficiosamente excepción de caducidad, trámite  que se adelantó  bajo el radicado 05001333300820160056001 (2016-00560-01).

2. Auto del 9 de febrero de 2018 proferido en Audiencia Inicial por el JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN, titular GERMÁN GÓEZ VINASCO,(o quien haga a sus veces) que declaró probada oficiosamente excepción de caducidad dentro del proceso de reparación directa adelantado en ese Despacho bajo el radicado 05001333300820160056000 (2016-00560-00).

Por medio de los Autos cuya nulidad se pide, se ha consolidado una vía de hecho en contra de mis intereses y de mi empresa DOTASI (hoy DOTASI S.A.S) y mediante la presente Acción de Tutela solicito que se  me tutele y restablezcan los derechos constitucionales al debido proceso y al acceso a la Administración de justicia, a mí vulnerado en calidad de representante legal de la empresa DOTASI (hoy DOTASI S.A.S) y que, en su lugar, se ordene que se dé continuidad al desarrollo del proceso, en todas y cada una de sus etapas, de acción de reparación directa en los términos del artículo 140 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo como camino procesal por el que se ejercita la Actio in rem verso o acción de enriquecimiento sin justa causa, contra el Municipio de Campamento, entidad territorial representada legalmente por su señor Alcalde JORGE IVÁN DURÁN LOPERA, o quien haga a sus veces, por los daños y perjuicios materiales que me fueron causados por las irregularidades e incumplimientos en que incurrió el Municipio de Campamento en el proceso de contracción que la empresa DOTASÍ, de la que soy representante legal, tuvo con la entidad territorial, irregularidades consistentes en omisiones en la elaboración y ejecución de los contratos estatales de suministro, de firma y registro de varios de los soportes del mismo, y en la promulgación de la Resolución  declarando la urgencia manifiesta  frente al proceso de contratación que adelantó la entidad territorial demanda con la empresa DOTASÍ, entre el 18 de marzo de 2009 y el 8 de enero de 2011, en razón de que dichas acciones y omisiones me impidieron hacer efectivas ante la jurisdicción civil y administrativa las obligaciones  legalmente causadas a favor de mi empresa”.

Ahora bien, la Sala considera imperioso señalar que de acuerdo al estudio del escrito de tutela, se encuentra que las inconformidades que manifiesta al actor abarcan una serie de providencias las cuales si bien no fueron acusadas, deben ser integradas a las pretensiones de la solicitud de amparo, en cuanto frente a ellas existen argumentos autónomos que las identifican como vulneradoras de los derechos fundamentales de la accionante.

A saber las decisiones de: i) 22 de marzo de 2012 proferida por el Consejo Superior de la Judicatura – Sala Jurisdiccional Disciplinaria, mediante la cual se asignó a la jurisdicción contencioso administrativa el conocimiento de un proceso ejecutivo instaurado por DOTASI,  en el marco  del conflicto negativo de jurisdicción radicado con el número 11001-01-02-000-2012-00593-00 y ii) 14 de agosto de 2014
, adoptada por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Tercera de Decisión, en el contexto de la acción ejecutiva, en la cual, se confirmó la denegatoria de mandamiento de pago.

1.4. Fundamentos de la acción

A manera de digresión es pertinente anotar que la presunta vulneración de los derechos fundamentales de la parte actora, tuvo ocasión en el marco de dos procesos, uno de naturaleza ejecutiva y otro, en ejercicio de la “actio in rem verso” mediante la vía procesal de la reparación directa, y en los cuales persiguió el reintegro a su patrimonio del valor de los suministros otorgados al Municipio de Campamento.

Sin embargo, asegura la sociedad actora que no pudo obtener una respuesta de fondo por parte de las autoridades judiciales que conocieron de los asuntos, en la medida en que en el proceso ejecutivo se negó el mandamiento de pago, toda vez, que no se conformó el título ejecutivo complejo, ante la falta de documento que permitiera establecer la existencia del contrato estatal y en la “actio in rem verso” se declaró probada de oficio la excepción de caducidad. Razón por la cual, reclama una afectación a las garantías constitucionales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia.
Agotado lo anterior, es posible establecer que la actora dirigió sus reproches frente a dos providencias en particular proferidas por el Tribunal Administrativo de Antioquia a saber: i) la decisión de 14 de agosto de 2014
, adoptada en el marco del proceso ejecutivo, en la cual, se confirmó la denegatoria de mandamiento de pago a la actora, con fundamento en la figura del título ejecutivo compuesto y ii) de 12 de julio de 2018 que confirmó la decisión adoptada en la audiencia inicial de 9 de febrero de 2018, en la que el Juzgado Octavo Administrativo Oral del Circuito de Medellín, declaró probada de oficio la excepción de caducidad.

No obstante, como  se expuso en acápites anteriores, la actora también dirigió su inconformidad contra las decisiones de: i) 22 de marzo de 2012 proferida por el Consejo Superior de la Judicatura, mediante la cual se asignó el conocimiento de un proceso ejecutivo instaurado por DOTASI a la jurisdicción contencioso administrativa,  en el marco  del conflicto negativo de competencia radicado con el número 11001-01-02-000-2012-00593-00 y ii) 14 de agosto de 2014
, adoptada por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Tercera de Decisión, en el contexto de la acción ejecutiva, en la cual, se confirmó la denegatoria de mandamiento de pago.

1.4.1. Respecto a la decisión de 12 de julio de 2018: La demandante consideró vulnerados sus derechos fundamentales en atención a que el Tribunal accionado incurrió defecto sustantivo, toda vez, que la forma en que se contabilizó el termino de caducidad, no es acorde con lo dispuesto en el artículo 164, numeral 2, literal “i” del CPACA.

Afirmó que en el caso objeto de estudio la interpretación que debe aplicarse es la de que el daño se consolidó luego de que se agotaron todas las vías procesales a las que acudió el actor para conseguir el pago de las acreencias causadas por el municipio, es decir, a partir de la providencia proferida el 14 de agosto de 2014 por el Tribunal Administrativo de Antioquia, que confirmó la negativa de librar el mandamiento de pago a favor de la demandante.

Indicó que en el Consejo de Estado, en Sentencia de Unificación de 19 de noviembre de 2012, consolidó su criterio en materia de enriquecimiento sin causa y de actio de in rem verso, en el cual  advirtió que esta es procedente en cuanto no exista otra acción por medio de la cual el demandante pueda buscar el resarcimiento patrimonial.

Señaló que, para noviembre de 2012, la parte actora contaba con otros medios procesales para reclamar el pago de sus acreencias ante la “jurisdicción civil” y que cambiaron en razón a un viraje en la jurisprudencia de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura.

Sostuvo que conforme a lo expuesto, en la providencia de 12 de julio de 2018, debió darse aplicación al principio “pro damato”, esto es, una interpretación flexible frente al cómputo de la caducidad. Lo anterior, con el fin de que el término para la interposición de la acción, se cuente a partir de la decisión proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, el 14 de agosto de 2014, momento desde el cual tuvo conocimiento que no contaba con otro medio para conseguir el restablecimiento patrimonial, más que la acción de enriquecimiento sin causa.

1.4.2. Respecto a la decisión de 14 de agosto de 2014: Como  se puede avizorar, la inconformidad de la actora frente a esta providencia se enmarca en el contexto, que le cercenó la posibilidad de acudir a la acción ejecutiva “a la que nos había conducido la decisión del cambio de jurisprudencia del Consejo Superior de la Judicatura. Actuaciones y decisiones todas acaecidas entre el 29 de mayo del 2012 y el 14 de agosto de 2014”.

Y posteriormente reitera que la jurisdicción administrativa, luego de un largo periodo de tiempo, concluyó en decisión de 14 de agosto que no hay senda procesal a la cual acudir.
1.5. Trámite 

Por providencia de 17 de agosto de 2018
, el Despacho Sustanciador admitió la solicitud de amparo y ordenó notificar al Tribunal Administrativo de Antioquia y al Juzgado Octavo Oral del Circuito de Medellín, a este último le solicitó allegar copia del expediente de reparación directa con número de radicado 05001333300820160056001.

Asimismo, dispuso vincular al Municipio de Campamento Antioquia, como tercero con interés en el resultado del proceso.

Posteriormente, por auto de 18 de octubre de 2018, se ordenó vincular como accionado al Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, por ser la autoridad que profirió la providencia de 22 de marzo de 2012 que asignó el conocimiento del proceso ejecutivo a la jurisdicción contencioso administrativa en el conflicto de jurisdicción  con radicado 11001-01-02-000-2012-00593-00.

Finalmente, se vinculó en calidad de tercero con interés en las resultas del proceso al Juzgado Segundo Administrativo de Medellín en Descongestión  por ser la autoridad judicial que conoció  del proceso ejecutivo en primera instancia con radicado 05001-33-31-023-2012-00078, para que si lo consideraba del caso interviniera en la presente acción constitucional.

1.6. Contestaciones 

Remitidos los oficios correspondientes, intervinieron las siguientes autoridades:

1.6.1. Juzgado Octavo Administrativo Oral del Circuito

Por escrito de 27 de agosto de 2018, el titular del despacho allegó copia digital del proceso de reparación directa en referencia y solicitó que se declarara improcedente la acción de tutela.

Solicitó, de manera subsidiaria, que se nieguen las pretensiones de amparo por cuanto la decisión adoptada el 9 de febrero de 2018, está acorde con el ordenamiento jurídico. 

Indicó que el enriquecimiento sin causa constituye un hecho atribuible a la administración, que abre paso a la tesis que la “actio in rem verso” que más que ser una acción contenciosa, en si misma corresponde a una pretensión autónoma cuya vía procesal para su reclamo es el medio de control de reparación directa previsto en el artículo 140 del CPACA.

Anotó que frente al caso objeto de estudio, la accionante pretendía el reconocimiento y pago de lo adeudado por el Municipio de Campamento desde el 18 de marzo de 2009 hasta el 8 de enero de 2011, sin que mediara contrato alguno.

Sostuvo que el hecho respecto del cual debe contarse el término de caducidad, coincide con el momento en que se hizo exigible la última factura que se expidió como soporte de los suministros entregados al ente territorial, es decir, a partir del 19 de mayo de 2011, toda vez que, a partir de esa fecha, la parte actora tuvo conocimiento que no se le reconocería contraprestación por los materiales y elementos entregados.

Explicó que no obstante, la  actora presentó solicitud de conciliación extrajudicial ante la Procuraduría 31 Judicial II Administrativa de Medellín el 16 de septiembre de 2013, y en ese momento ya había operado la caducidad, razón por la cual el despacho procedió a su declaratoria, de manera oficiosa.

1.6.2 Consejo Superior de la Judicatura – Sala Jurisdiccional Disciplinaria

Indicó que la acción de tutela contra la Corporación es improcedente, en cuanto han transcurrido más de seis años desde la providencia judicial proferida en marzo 22 de 2012, que se controvierte como generadora de la presunta vulneración de los derechos fundamentales invocados, sin que la actora hubiese aportado prueba y menos justificado la tardanza para promover el amparo constitucional.

Agregó que la tutela no fue concebida para propender imponer un tercer escenario de las decisiones de cierre pues la Corte Constitucional, de manera reiterativa y uniforme ha establecido que la interpretación judicial no constituye  vía de hecho, defecto sustantivo o desconocimiento del precedente, máxime, si en el caso objeto de controversia, es claro que la decisión adoptada no se apartó de las disposiciones consagradas en el ordenamiento jurídico.

Así las cosas, solicitó que se declare la  improcedencia de la acción y/o la desvinculación de la autoridad judicial por no alegar el actor vulneración alguna frente a esta.

1.6.3. Juzgado Treinta y Dos Administrativo del Circuito de Medellín

Señaló, de manera previa, que el proceso del asunto actualmente se encontraba archivado bajo su custodia en atención a la extinción del  Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión de Medellín.

Hizo un recuento de las actuaciones procesales del asunto con radicado  05001-33-31-023-2012-000-7800 para finalmente manifestar que el despacho no tenía acotación adicional en la materia, y anunció su disposición en caso de que se requiriera mayor información que pudiera estar a su alcance.

2.  CONSIDERACIONES DE LA SALA

2.1. Competencia

Esta Sala es competente para conocer la acción de tutela instaurada por  Dotaciones y Servicios Integrales- DOTASI, de conformidad con lo establecido en el Decreto Ley 2591 de 1991, el Decreto 1983 de 2017 y el Acuerdo 55 de 2003 de la Sala Plena del Consejo de Estado.

2.2. Problema jurídico 

En el asunto bajo estudio, corresponde a la Sala determinar si los derechos fundamentales de la parte actora fueron vulnerados con ocasión a las providencias proferidas en el marco de la “actio in rem verso” de: (i) 9 de febrero de 2018, con la que el Juzgado Octavo Administrativo Oral de Medellín declaró probada en audiencia inicial la excepción de caducidad; (ii) 12 de julio de 2018 mediante la cual el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Tercera de Oralidad confirmó la decisión de primera instancia. 

Así como con la decisiones adoptadas con ocasión al proceso ejecutivo a saber: (iii) sentencia de 22 de marzo de 2012 proferida por el Consejo Superior de la Judicatura, mediante la cual se asignó el conocimiento del asunto a la jurisdicción contencioso administrativa, en el marco  del conflicto negativo de jurisdicción radicado con el número 11001-01-02-000-2012-00593-00 y iv) 14 de agosto de 2014
, adoptada por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Tercera de Decisión, en la cual, se confirmó la denegatoria de mandamiento de pago.

Para resolver este problema, se analizarán los siguientes aspectos: i) Cuestión previa ii) el criterio de la Sección sobre la procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales iii) estudio de los requisitos adjetivos de procedibilidad y finalmente de encontrarse superados se estudiará el  iv)  caso en concreto. 

2.3. Cuestión Previa 
2.3.1. Previo a resolver el fondo del asunto, la Sala observa que la Sala Jurisdiccional Disciplinaria solicitó su desvinculación de la presente acción de tutela, en tanto la actora no alegó vulneración alguna frente a  dicha Corporación.

La Sala no encuentra procedente la desvinculación planteada por la autoridad judicial en la medida en que, como se manifestó por auto  de 18 de octubre de 2018, se advirtió en el escrito de tutela que los argumentos expuestos por la sociedad actora plantean una acusación clara frente a la decisión adoptada por el Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria el 22 de marzo de 2012, en el marco de conflicto de jurisdicción suscitado entre la ordinaria (civil) y la contencioso administrativa, frente a lo cual resolvió asignar conocimiento del proceso a esta última. 

En este contexto, para la sociedad actora la providencia en referencia modificó la vía procesal que tenía para el momento, a saber la demanda ejecutiva ante la jurisdicción ordinaria, lo que le conllevó una serie de tropiezos procesales que en últimas le impidieron obtener el restablecimiento de su equilibrio patrimonial, el cual se vio afectado ante el incumplimiento contractual del Municipio de Campamento, Antioquia.

2.3.2  Por otro lado, por oficio remitido vía correo electrónico el 6 de noviembre de la presente anualidad, el Municipio de Campamento solicitó “notificarnos formalmente de la acción, corrernos traslado de la Acción de Tutela y sus anexos y compulsarnos copia de todo lo actuado hasta el momento de manera que podamos ejercitar nuestro derecho a la defesa dentro de tal tramite”.
  Pie de página con folio 

Así mismo, señaló como direcciones las siguientes: “Carrera 10 Nro. 9-30 Parque Principal conmutador 861 40 20 fax 61 40 22 correo electrónico secretariadegobierno@campamento-antioquia.gov.vo, Campamento Antioquia”.

En atención a lo precedente, la Sala advierte que en el auto admisorio de la demanda de tutela de 17 de agosto de esta anualidad, se ordenó la vinculación de la entidad territorial  en calidad de tercero con interés y la respectiva notificación se dirigió al correo dispuesto para notificaciones judiciales  en la página web de la entidad
, esto es “alcaldia@campamento-antoquia.gov.co”
 del cual se recibió notificación de entrega por el servidor.

Así las cosas, al haberse surtido la notificación de conformidad con lo dispuesto por el inciso primero del artículo 612 del Código General del Proceso, en concordancia con el 197 ejusdem, no es de recibo en esta instancia procesal la solicitud del Municipio de Campamento, en la medida que su vinculación al trámite de tutela se realizó en debida forma mediante la notificación enviada al correo pertinente.

2.4. Procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial

Esta Sección, mayoritariamente
, venía considerando que la acción de tutela contra providencia judicial era improcedente por dirigirse contra una decisión judicial. Solo en casos excepcionales se admitía su procedencia, eventos éstos que estaban relacionados con un vicio procesal ostensible y desproporcionado que lesionara el derecho de acceso a la administración de justicia en forma individual o en conexidad con el derecho de defensa y contradicción.

Sin embargo, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema
.

Así, después de un recuento de los criterios expuestos por cada Sección, decidió modificarlos y unificarlos para declarar expresamente en la parte resolutiva de la providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
.

Señaló la Sala Plena en el fallo en mención: 

“De lo que ha quedado reseñado se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente.”
 (Negrilla fuera de texto)

A partir de esa decisión de la Sala Plena, la Corporación debe modificar su criterio sobre la procedencia de la acción de tutela y, en consecuencia, estudiar las acciones de tutela que se presenten contra providencia judicial y analizar si ellas vulneran algún derecho fundamental, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento jurisprudencialmente como expresamente lo indica la decisión de unificación.

Sin embargo, fue importante precisar bajo qué parámetros procedería ese estudio, pues la sentencia de unificación simplemente se refirió a los “fijados hasta el momento jurisprudencialmente”.

Al efecto, en virtud de reciente sentencia de unificación de 5 de agosto de 2014
, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, decidió adoptar los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005 para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial y reiteró que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 Constitucional y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características. 

A partir de esa decisión, se dejó en claro que la acción de tutela se puede interponer contra decisiones de las Altas Cortes, específicamente, las del Consejo de Estado, autos o sentencias, que desconozcan derechos fundamentales, asunto que en cada caso deberá probarse y, en donde el actor tendrá la carga de argumentar las razones de la violación.  

En ese sentido, si bien la Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, no ha distinguido con claridad cuáles dan origen a que se conceda o niegue el derecho al amparo -improcedencia sustantiva- y cuáles impiden analizar el fondo del asunto -improcedencia adjetiva-.

Por tanto, la Sección verificará que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de procedibilidad. Estos requisitos son: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) inmediatez; iii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado.

Cuando no se cumpla con uno de esos presupuestos, la decisión a tomar será declarar improcedente el amparo solicitado y no se analizará el fondo del asunto.

Cumplidos esos parámetros, corresponderá adentrarse en la materia objeto del amparo, a partir de los argumentos expuestos en la solicitud y de los derechos fundamentales que se afirmen vulnerados, en donde para la prosperidad o negación del amparo impetrado, se requerirá principalmente: i) que la causa, motivo o razón a la que se atribuya la transgresión sea de tal entidad que incida directamente en el sentido de la decisión y ii) que la acción no intente reabrir el debate de instancia.

Huelga manifestar que esta acción constitucional no puede ser considerada como una “tercera instancia” que se emplee, por ejemplo, para revivir términos, interpretaciones o valoraciones probatorias que son propias del juez natural. 

Bajo las anteriores directrices se entrará a estudiar el caso de la referencia.

2.5. Análisis sobre los requisitos de procedibilidad adjetiva 
A manera de digresión es pertinente anotar que la presunta vulneración de los derechos fundamentales de la parte actora, tuvo ocasión en el marco de dos procesos, uno de naturaleza ejecutiva y otro, en ejercicio de la “actio in rem verso” mediante la vía procesal de la reparación directa, y en los cuales persiguió el reintegro a su patrimonio del valor de los suministros otorgados al Municipio de Campamento.

Sin embargo, asegura la sociedad actora que no pudo obtener una respuesta de fondo por parte de las autoridades judiciales que conocieron de los asuntos, en la medida en que el proceso ejecutivo se negó el mandamiento de pago, toda vez, que no se conformó el titulo ejecutivo complejo, ante la falta de documento que perimiera establecer la existencia del contrato estatal y en la “actio in rem verso” se declaró probada de oficio la excepción de caducidad. Razón por la cual, reclama una afectación a las garantías constitucionales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia.
Establecido lo anterior, la Sala advierte que en el sub lite, de los reproches formulados por la parte actora, es posible establecer los siguientes escenarios frente a los cuales se adujó la vulneración de sus derechos fundamentales y en orden de los cuales se realizará el estudio adjetivo:

i) La decisión de 14 de agosto de 2014
, adoptada por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Tercera de Decisión, en el marco del proceso ejecutivo, en la cual, se confirmó la denegatoria de mandamiento de pago a la actora, con fundamento en la figura del título ejecutivo compuesto y la inferencia del contrato estatal, lo que dio por terminada para la parte accionante toda posibilidad de recurrir a la vía  ejecutiva para la consecución del pago de lo adeudado por el ente territorial. En este punto es imperioso anotar que en el marco de este proceso se suscitó el conflicto negativo de jurisdicción resuelto por el Consejo Superior de la Judicatura – Sala Jurisdiccional Disciplinaria por providencia de 22 de marzo de 2012, mediante la cual se asignó el conocimiento del asunto a la jurisdicción contencioso administrativa.

ii) La providencia de 12 de julio de 2018, proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Tercera de Oralidad, que con base en una interpretación errónea del artículo 164, numeral 2, literal “i” del C.P.A.C.A, confirmó la decisión adoptada en la audiencia inicial de  9 de febrero de 2018, en la que el Juzgado Octavo Administrativo Oral del Circuito de Medellín, declaró probada de oficio la excepción de caducidad.

2.5.1. En atención a lo anterior, al aplicar los presupuestos conceptuales anotados al caso objeto de estudio, es imperioso concluir que no existe reparo alguno en cuanto hace referencia al juicio de procedibilidad, toda vez que no se trata de una tutela contra decisión de tutela, pues las providencias censuradas corresponden a decisiones de segunda instancia adoptadas en el marco de un proceso ejecutivo y un proceso de reparación directa promovido por Dotaciones y Servicios Integrales – DOTASI.

2.5.2  Ahora bien, en relación con el acatamiento del requisito de inmediatez,  el estudio adjetivo debe realizarse de manera separada, toda vez, que la Sala advierte que no se supera respecto a la providencia proferida el 14 de agosto de 2014, dictada por el Tribunal Administrativo de Antioquia, ni de la providencia de 22 de marzo de 2012 del Consejo Superior de la Judicatura, como se expone:

El principio de inmediatez como requisito de procedibilidad de la acción de tutela, se encuentra orientado a la protección de la seguridad jurídica y los intereses de terceros, el cual debe analizarse bajo el concepto de plazo razonable
, en este sentido el Consejo de Estado adoptó los criterios expuestos por la Corte Constitucional en sentencia C-590 de 2005 y reiteró el plazo de (6) meses como límite temporal para solicitar el amparo de los derechos fundamentales que se consideren vulnerados con ocasión de providencias judiciales.
En el caso en estudio, se advierte que la providencia de 14 de agosto de 2014, que resolvió confirmar la decisión de denegar el mandamiento de pago de la parte actora, fue notificada por estado el 15 de agosto de 2014, cobrando fuerza de ejecutoria el 21 de agosto del mismo mes y año y, la solicitud de amparo constitucional se presentó el 30 de julio de 2018, por lo que transcurrieron más de seis meses desde la fecha de ejecutoria y la presentación de la acción de tutela.

Así mismo,  frente a la decisión adoptada por el Consejo Superior de la Judicatura el 22 de marzo de 2012, se encuentra que ha transcurrido más del tiempo establecido por la jurisprudencia para que se supere el requisito adjetivo de procedibilidad relativo a la inmediatez, en tanto la demanda de la presente acción de tutela tiene como fecha de radicado el 30 de julio de esta anualidad.

Adicionalmente, en el sub examine no existe una explicación válida para el ejercicio de la acción de tutela por fuera del tiempo proporcional y razonable adoptado por la Corporación. Por otro lado, la  parte actora no se encuentra en alguna de las situaciones que la Corte Constitucional
 ha establecido como justificación, es decir, que: (i) no existe un motivo válido para la inactividad de la accionante; (ii) su falta de iniciativa no vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión; (iii) no existe un nexo causal entre el ejercicio tardío de la acción y la vulneración de los derechos fundamentales del interesado; (iv) el fundamento de la acción de tutela no surgió después de acaecida la actuación violatoria de los derechos fundamentales, de cualquier forma en un plazo no muy alejado de la fecha de interposición.

En este orden de ideas, es claro que el tiempo que transcurrió, frente a la decisión en referencia, desconoce el requisito de inmediatez y por tanto resulta improcedente la solicitud de amparo frente al particular.

Por consiguiente, el estudio de los requisitos adjetivos deberá  continuar respecto a la providencia de 12 de julio de 2018, proferida dentro del proceso de reparación directa.

Ahora bien, no existe reparo alguno en cuanto al juicio de procedibilidad en relación con el requisito de inmediatez, toda vez que la providencia fue proferida el 12 de julio de 2018, notificada el 19 de julio de 2018, cobrando fuerza de ejecutoria el día 24 del mismo mes y año y, la solicitud de amparo constitucional se presentó el 30 de julio de la presente anualidad, lo que para la Sala es un término razonable para el uso del mecanismo de amparo constitucional.

2.5.3 Respecto a la subsidiariedad, en el caso concreto, el proceso contencioso administrativo finalizó con providencia de 12 de julio de 2018 proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, en el que se confirmó la decisión adoptada el 9 de febrero de 2018, por el Juzgado Octavo Administrativo Oral del Circuito de Medellín, que declaró probada la excepción de caducidad, razón por la cual contra la decisión controvertida no procede el recurso de alzada. 

Superadas dichas exigencias, la Sala abordará el fondo de la solicitud respecto de los cargos concernientes a la providencia proferida el 12 de julio de 2018, por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Tercera de Oralidad, en el proceso de reparación directa  con radicado número  05001-33-33-008-2016-00560-01, sin perjuicio de resaltar el carácter excepcional de la tutela, que tiene como fin garantizar la intangibilidad de la cosa juzgada, el respeto de la autonomía judicial, la protección de derechos de terceros de buena fe, la seguridad jurídica y la confianza en los fallos judiciales.

2.6. Caso Concreto

2.6.1 La parte actora manifestó que el Tribunal Administrativo incurrió en defecto sustantivo por incorrecta interpretación del artículo 164, numeral 2, literal “i” del C.P.A.C.A, lo que le conllevó a confirmar el auto de 9 de febrero de 2018, por medio del cual el Juzgado Octavo Administrativo Oral del Circuito de Medellín, declaró probada la excepción de caducidad.

2.6.2. Lo precedente ya que, a juicio de la autoridad judicial, la actora tuvo conocimiento del daño desde la fecha en que se hizo exigible la última factura de suministro, esto es, el 19 de mayo de 2011, y a partir de la cual, se debió ejercer la pretensión de reparación directa consagrada en el artículo 140 del CPACA y concluyó  “Así las cosas, como quiera que la demanda fue presentada el 16 de julio de 2016, y el término de los dos años que tenía la parte demandante vencían el 19 de mayo de 2013, concluye la Sala que se configuró el fenómeno de caducidad del medio de control”.
2.6.3. No obstante, para la accionante la interpretación que debe darse a la norma, dado el carácter subsidiario de la “actio in rem verso”, es la de que el daño se causó luego de agotadas las vías procesales a las que había lugar para pretender el restablecimiento patrimonial, esto es, a partir de la providencia proferida el 14 de agosto de 2014 por el Tribunal Administrativo de Antioquia, en la cual se confirmó la decisión del  a quo de denegar el mandamiento de pago.

Frente a lo cual, es imperioso anotar que como se observa de lo pretendido en la “actio in rem verso” el desequilibrio patrimonial de la sociedad demandante tuvo origen en el incumplimiento por parte del Municipio de Campamento de realizar el pago de las facturas expedidas más no en la providencia proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia en el año 2014 siendo la causa del daño la que determina la oportunidad a partir de la cual se debe empezar a contabilizar el término de caducidad.

2.6.4. Agotado lo antecedente, la Sala anota que en línea a lo dispuesto en el artículo 164 del C.P.A.C.A la caducidad debe contarse “a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo”. 
Motivo por el que el Tribunal en un razonamiento que esta Sala encuentra ajustado a la norma, determinó que el daño fue causado por el no pago del suministro de materiales al Municipio de Campamento, sin la celebración de un contrato, por lo que, el término de caducidad debía contarse desde el momento en que el ente territorial omitió el pago del beneficio recibido.

Por consiguiente y conforme a las pruebas allegadas al proceso, el Tribunal Administrativo de Antioquia evidenció que la última factura se hizo exigible a partir del 19 de mayo de 2011, fecha desde la cual la accionante tuvo conocimiento de que la entidad municipal no cancelaría las acreencias, momento en el que se consolidó el hecho dañoso y a partir del cual DOTASI debió hacer uso del medio de control de reparación directa, por lo que concluyó lo siguiente:  “Así las cosas, como quiera que la demanda fue presentada el 16 de julio de 2016, y el término de los dos años que tenía la parte demandante vencían el 19 de mayo de 2013, concluye la Sala que se configuró el fenómeno de caducidad del medio de control”.

En orden de lo precedente, la Sala considera de recibo el análisis efectuado por el Tribunal Administrativo respecto de la norma procesal, en cuanto la disposición exige que el término de caducidad se compute a partir de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o desde el momento en que se conoció el mismo, por lo cual, la parte actora tuvo conocimiento de que el ente territorial no  pagaría los suministros, desde la fecha en que se hizo exigible la última factura.

Así las cosas, es plausible la conclusión a la cual llegó el Tribunal, en cuanto que al caso concreto no había lugar a la aplicación del principio “pro danmato”
, toda vez que se trata de un hecho dañoso de ejecución instantánea consistente en el no pago de la obligación, razón por la que conforme a la jurisprudencia de lo contencioso administrativo y el régimen de derecho de las obligaciones, el término de caducidad inicia  a contarse a partir del día siguiente al no pago de lo pretendido.

En consonancia con lo expuesto, para esta Sección la providencia proferida el 12 de julio de 2018, por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Tercera de Oralidad, no vulneró los derechos al debido proceso y de acceso a la administración de justicia que han sido invocados por la actora, toda vez que se trató de una decisión acogida conforme a postulados acordes a derecho.

Por el contrario, se advierte que la accionante pretende controvertir la decisión adoptada por la autoridad judicial, con base en argumentos que fueron planteados y resueltos por el juez natural del proceso de reparación directa, por lo que es oportuno recordar que la acción de tutela no es un medio adicional al proceso ordinario
, pues tal circunstancia representaría un detrimento a la autonomía e independencia de la actividad jurisdiccional, máxime al tratarse decisiones que consultan las garantías y principios de un Estado Social de Derecho.

2.7. Conclusión 

Por lo expuesto, se declarará la improcedencia de la acción de tutela respecto de los cargos planteados en contra de la providencia proferida el 14 de agosto de 2014 por el Tribunal Administrativo de Antioquia, en el proceso ejecutivo así como la del 22 de marzo de 2012, dictada por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura en el marco de conflicto de jurisdicciones que resolvió.

Asimismo, se negará el amparo frente a los demás argumentos aludidos por la parte actora, toda vez que no se encontró acreditada la configuración del defecto sustantivo por incorrecta interpretación del del artículo 164, numeral 2, literal “i” del C.P.A.C.A, en tanto el término de caducidad se contabilizó a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo.  

3. RESUELVE

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA:

PRIMERO: NEGAR la solicitud de desvinculación propuesta por el Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria.

SEGUNDO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela presentada por Dotaciones y Servicios Integrales - DOTASI, respecto de los cargos alegados en contra de la providencia proferida el 14 de agosto de 2014 por el Tribunal Administrativo de Antioquia, de acuerdo con la parte considerativa de esta sentencia, así como la del 22 de marzo de 2012, dictada por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura en el marco de conflicto de jurisdicciones que resolvió.

TERCERO: NEGAR la solicitud de amparo constitucional interpuesta por Dotaciones y Servicios Integrales – DOTASI, frente a los demás cargos propuestos, de conformidad con las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

CUARTO: NOTIFICAR a las partes y a los intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

QUINTO: Si no fuere impugnada esta decisión dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación, al día siguiente a su ejecutoria, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Presidente

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Consejero

ALBERTO YEPES BARREIRO

Consejero
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� Folio 376, expediente digital aportado por el Juzgado Octavo Administrativo Oral del Circuito de Medellín


� Folio 376, expediente digital aportado por el Juzgado Octavo Administrativo Oral del Circuito de Medellín


� Folio 87 a 88. 


� Folio 376, expediente digital aportado por el Juzgado Octavo Administrativo Oral del Circuito de Medellín


� Folio 135, expediente de tutela.


� La cual se puede consultar en el siguiente link: http://www.campamento-antioquia.gov.co/


� Folio 92. Se observa que la notificación se remitió a los correos alcaldia@campamentoantioquia.gov.co y contactenos@campamento-antioquia.gov.co, y solo frente a este último se encuentra que el servidor de destino no envió notificación de entrega.


� Sobre el particular, el Consejero Ponente mantuvo una tesis diferente sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial que se puede consultar en los salvamentos y aclaraciones de voto que se hicieron en todas las acciones de tutela que conoció la Sección. Ver, por ejemplo, salvamento a la sentencia Consejera Ponente: Dra. Susana Buitrago Valencia. Radicación: 11001031500020110054601. Accionante: Oscar Enrique Forero Nontien. Accionado: Consejo de Estado, Sección Segunda, y otro. 


� Sala Plena. Consejo de Estado. Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. ACCIÓN DE TUTELA - Importancia jurídica. Actora: NERY GERMANIA ÁLVAREZ BELLO. Consejera Ponente: María Elizabeth García González. 


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñada. 


� Se dijo en la mencionada sentencia: “DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expuesto a folios 2 a 50 de esta providencia.


� Sala Plena. Consejo de Estado. Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. ACCIÓN DE TUTELA - Importancia jurídica. Actora: NERY GERMANIA ÁLVAREZ BELLO. Consejera Ponente: María Elizabeth García González.


� CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 5 de agosto de 2014, Ref.: 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Acción de tutela-Importancia jurídica. Actor: Alpina Productos Alimenticios. Consejero Ponente: Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� Entre otras en las sentencias T-949 del 16 de octubre de 2003; T-774 del 13 de agosto de 2004 y C-590 de 2005.


� Folio 376, expediente digital aportado por el Juzgado Octavo Administrativo Oral del Circuito de Medellín


� Corte Constitucional, Sentencia  T 246 de 2015.


�  Ver sentencias T-1229 de 2000, T-684 de 2003, T-016 de 2006 y T-1044 de 2007, T- 1110 de 2005, T-158 de 2006, T-166 de 2010, T-502 de 2010, T-574 de 2010, T-576 de 2010.


� “(…) el principio pro damnato que busca aliviar los rigores de las normas que consagran plazos extintivos para el ejercicio de las acciones y aboga por la cautela y el criterio restrictivo con el que deben interpretarse y aplicarse dichas normas” (Ricardo de Angel Yagüez. Tratado de responsabilidad Civil. Madrid, Editorial Civitas, 1993. 3ª ed., p. 154). Citado en: Consejo de Estado, Sección Tercera. Auto del 13 de diciembre de 2007. Radicación 33.991, M.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� Corte Constitucional, Sentencia T 038 de 2014.





